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DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
En un régimen presidencial como el que tenemos en nuestro país, la Constitución concede al Titular del Poder Ejecutivo la atribución de no obedecer un mandato del Poder Legislativo de promulgar una ley aprobada por los representantes de los ciudadanos. Esto, mediante la presentación de objeciones que en realidad se convierten en nuevas propuestas que modifican lo que habían decidido los legisladores. Dicha atribución se conoce comúnmente con el nombre de veto.

Los expertos analistas del sistema presidencial mexicano, basados en la teoría de la división de poderes, consideran que el veto es conveniente y necesario para asegurar el equilibrio entre los poderes del Estado y lo examinan como elemento estructural propio de un Estado de derecho y connatural a un sistema republicano. Sin embargo, para  los especialistas en ciencia política y en ciencia constitucional, principalmente europeos, estas expresiones resultan bastante superficiales.

Cuando el Ejecutivo veta una ley y le hace observaciones, lo que en términos estructurales y políticos le dice al órgano legislativo es que su decisión no tendrá efectos a menos que la modifique conforme al nuevo contenido que él propone, porque de lo contrario sencillamente no la promulgará. En otras palabras, o la ley corresponde a lo que el titular del Ejecutivo determina, o esta no se aplicará jamás, porque mientras no se promulgue no estará vigente y esta promulgación es una atribución del Ejecutivo. En suma, el Ejecutivo o promulga o veta, de lo que se deduce que la atribución más importante de cualquier órgano legislativo en un régimen presidencial, es decir, crear o modificar leyes, no tiene efectos si no se cuenta con la aceptación de la persona que gobierna.

En nuestro país, la facultad de veto también está otorgada a los Gobernadores de los Estados con relación a las leyes o decretos emanados de los Congresos Locales.

Asimismo, debe agregarse que aunque el veto sea superado y el Ejecutivo no tenga más remedio que promulgar la ley, la Constitución no establece el tipo de responsabilidad en el que se incurre ni tampoco determina una sanción para el caso de que esta situación se presente. En ese sentido, el Ejecutivo, Presidente o Gobernador, incluso puede llegar al extremo de no publicar las leyes o decretos emanadas del Poder Legislativo, simplemente dejando transcurrir el tiempo sin que esto ocurra, hecho que normalmente se denomina “veto de bolsillo”.

Debe dejarse claro que en nuestro sistema constitucional, con excepción del caso señalado por el artículo 70 constitucional, no se utiliza la palabra “veto” sino “observaciones”. Es así que el veto se constituye como un medio a través del cual el titular de Ejecutivo puede intervenir en el proceso legislativo; mediante éste se introduce en la discusión de una ley y opina sobre el proyecto del Legislativo y como también lo ha sustentado la Suprema Corte "se hace solidariamente responsable de la función Legislativa". 

El veto de bolsillo se señala entonces, le permite al Ejecutivo, simple y sencillamente negarse a firmar una ley (así llamado por que figuradamente pone el documento en su bolsillo y se olvida intencionalmente de él). Es una clase de veto definitivo, por que no puede evitársele. Si el Ejecutivo elige no actuar, esto es, no firmar una ley, es como si la propuesta nunca hubiere existido y nadie puede hacer nada al respecto. 

El derecho de veto a cargo del Presidente de la República se encuentra consagrado en los apartados A, B y C del artículo 72 de la Constitución General. Por lo que hace a los Gobernadores de los Estados, la Constitución es omisa al respecto, pero de hecho las leyes locales lo tienen considerado.
De todo lo anterior claramente se confirma que si el Ejecutivo simplemente no quiere publicar una ley o decreto aprobado legítimamente por el Poder Legislativo, no existe ningún mecanismo que se pueda utilizar con el objeto de evitar tal desacato. No existen sanciones ni tampoco un procedimiento alterno o que se pudiera aplicar como resultado de dicha inactividad por parte del titular del Ejecutivo. Por ello es que nuestra propuesta, más que establecer una sanción, busca establecer ese mecanismo que permita que las leyes y los decretos sean promulgados y publicados aún contra la falta de voluntad del Titular del Ejecutivo, una vez que ha concluido el plazo que se le otorga por la Constitución para tales efectos. 

La forma en la que se evitará esta trasgresión a la Constitución, derivado de las lagunas existentes, es mediante el otorgamiento al Congreso de la Unión y a sus Cámaras en particular, así como a las Legislaturas de los Estados, de la facultad de poder promulgar y publicar las leyes o decretos que el Titular del Poder Ejecutivo no haya promulgado una vez transcurrido el periodo de tiempo que se establece en la misma Ley Fundamental para tales efectos.
Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
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